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A las nueve de la mañana del día de hoy, fecha y hora señaladas para continuar la audiencia de que trata el artículo 434-3 del Código de Procedimiento Civil en este proceso verbal promovido por el señor Ernesto Baena Marulanda contra los señores Francisco Alberto Giraldo Giraldo y Soined del Socorro Betancur Arias, los Magistrados Claudia María Arcila Ríos, Gonzalo Flórez Moreno y Jaime Alberto Saraza Naranjo, que integran la Sala  Civil – Familia del Tribunal, en asocio de la Secretaria de la misma declaran abierto el acto. 

Como la etapa de alegaciones se encuentra superada, se procede a decidir la apelación que interpuso la parte demandada contra la sentencia que en este asunto dictó el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, el 15 de septiembre de 2011. 

ANTECEDENTES

El demandante formuló demanda con el fin de obtener las declaraciones que a continuación se resumirán, lo propio se hará respecto de los hechos que le sirven de sustento, teniendo en cuenta que el escrito inicial fue posteriormente reformado.

Pretende el demandante se determine el precio de la renta que los demandados deben cancelarle en su calidad de arrendatarios de un inmueble destinado a actividad comercial; se señale el término de duración del nuevo contrato y la entrada en vigencia del nuevo canon, tomando como base la fecha en que debió producirse la renovación convencional; se determine la vigencia de las demás cláusulas contractuales y se condene en costas a los demandados.
Como hechos fundamentales de la acción se expusieron en síntesis los siguientes:

.- El 15 de febrero de 1999, mediante documento suscrito entre el demandante en calidad de arrendador  y lo demandados en calidad de arrendatarios, se celebró contrato de arrendamiento sobre un local comercial ubicado en el segundo piso de la carrera 8ª No. 16-39 de esta ciudad, el que se describe por sus linderos y en el que funciona el establecimiento de comercio denominado “Almacén Variedades y Fantasías Nueva York”; el contrato fue celebrado por el término de 10 años a partir del 1º  de marzo de 1999.

.- La cláusula quinta de ese contrato fue modificada el 28 de enero de 2005 en lo relativo al valor del canon de arrendamiento que pactaron las partes en la suma de $3.582.000 a partir del 1º de marzo de 2005, el que se incrementaría anualmente  en suma igual al índice de la inflación más tres puntos, quedando vigentes las demás estipulaciones del contrato, el que terminó el 1º de marzo de 2009 con un canon de arrendamiento de $4.853.150.

.- Como el contrato terminaba el 1º de marzo de 2009, con la debida antelación se dio aviso a los arrendatarios que el mismo no se prorrogaría y los citó para el 2 de agosto de 2008 con el fin de discutir las nuevas condiciones de su renovación, la que evadió el señor Francisco Alberto Giraldo, quien se limitó a exponer que el país atravesaba por una crisis económica y se negó  a concretar acuerdo alguno.

.- Frente al silencio y falta de respuesta de los arrendatarios, el 5 de noviembre de 2008, el arrendador les remitió nuevo contrato, en el que se proponen distintos términos y condiciones, concretamente en cuanto a su vigencia que sería por tres años y respecto al precio del arrendamiento que se fijaba en $12.000.000 mensuales, con un incremento anual equivalente al índice de precios al consumidor más 8.5%, sin que hasta la fecha de terminación del contrato inicial, hicieran manifestación alguna.

.- El contrato entonces se renovó en los términos indicados, en razón a que los demandados aceptaron tácitamente sus nuevas condiciones.

.- El 13 de marzo de de 2009, ya renovado el contrato, el señor Francisco Alberto Giraldo comunicó al demandante no aceptar los términos y condiciones propuestas para su renovación y le informó que por concepto del canon de arrendamiento del mes de marzo de 2009 canceló el valor de $5.370.483, de acuerdo con la modificación inicial. 

.- Posteriormente se constituyó en mora a los arrendatarios para que ajustaran el precio de la renta que es de $12.000.000 y se les ha requerido con el mismo fin, pero el señor Francisco Alberto Giraldo ha contestado que el contrato se encuentra prorrogado en los mismos términos del inicialmente celebrado y que no acepta las condiciones de la renovación.

.- El 26 de octubre de 2007, el mismo demandante celebró contrato de arrendamiento con otras personas, respecto a un inmueble destinado a local comercial, ubicado en la primera planta del inmueble objeto de este proceso, de un área menor al que ocupan los demandados, por la suma de $15.000.000 y por el término de tres años; de acuerdo con los aumentos pactados, el valor del arrendamiento en la actualidad es de $18.000.000, de donde se infiere que aquello que cancelan los accionados es irrisoria frente a los precios que pagan otras personas en el mismo sector que ocupan como inquilinos locales comerciales.
.- En la conciliación prejudicial que se celebró como requisito de procedibilidad  se propusieron varias fórmulas de arreglo, la que fracasó, lo que demuestra la temeridad con que actúan los demandados, pues no es cierto  que hayan estado dispuestos a discutir el nuevo canon del arrendamiento, ni el término de duración del contrato.

Mediante proveído del 28 de agosto de 2009 se admitió la demanda y de la misma se ordenó correr traslado a los demandados por el término de diez días.

Éstos, por medio de apoderado judicial, de manera oportuna se pronunciaron sobre los hechos de la demanda para aceptar unos y negar otros y se opusieron a las pretensiones. Propusieron excepciones previas, las que fueron resueltas de manera desfavorable; también las de fondo que denominaron inexistencia del derecho reclamado, existencia a favor del arrendatario de la prórroga automática del contrato, abuso del derecho y abuso de la posición dominante. 
Posteriormente, se celebró la audiencia que desarrolla el artículo 432 del código de Procedimiento Civil, dentro de la cual se declaró fracasada la conciliación, se decretaron las pruebas solicitadas y practicadas en lo posible, se dio traslado a las partes para alegar, oportunidad que ambas aprovecharon.

Luego se emitió el fallo que declaró no probadas las excepciones propuestas por  la parte demandada; impróspera la objeción al dictamen pericial y accedió a las pretensiones de la demanda, para fijar en $8.000.000 el nuevo canon de arrendamiento, a partir de la renovación del contrato, que se produjo el 2 de marzo de 2009, con un incremento anual, de acuerdo al IPC y con una duración de cinco años; en lo demás, dejó vigentes las cláusulas contenidas en el contrato inicial y condenó en costas a los demandados. 
Éstos, inconformes con esas decisiones, interpusieron recurso de apelación. Alegó el abogado que los representa que no se dan los requisitos para la renovación del contrato de arrendamiento, porque en realidad se presentó la figura de la prórroga, toda vez que la parte demandante, cuando intentó planear la renovación del contrato, solo lo hizo en relación con el señor Alberto Giraldo y ha debido convocar  y notificar en debida forma a la señora Soined del Socorro Betancur; los distintos requerimientos se hicieron por conducto de un tercero que nunca acreditó la calidad de  vocero extrajudicial del actor y así concluye que los demandados no fueron convocados por la vía adecuada para obtener la renovación. Aduce que aunque  la suma fijada como nuevo canon de arrendamiento se aproxima al valor señalado en el segundo dictamen pericial, lo cierto es que de acuerdo con la ley del mercado, el valor actual de la renta se ajusta a la realidad económica. Manifiesta su inconformidad con el hecho de haberse establecido que esa suma debía cancelarse desde el 2 de marzo de 2009, cuando tal orden ha debido producirse a partir de la ejecutoria del fallo. Solicita se revoque la sentencia, se declaren prósperas las excepciones propuestas o en su defecto se morigere la sentencia en cuanto a la fecha desde la cual ha de pagarse el nuevo canon de arrendamiento y se establezca que el contrato de arrendamiento continuará vigente, como se pactó en el inicialmente celebrado, durante diez años.
Llegados los autos a esta Sala, se señaló fecha y hora para escuchar los alegatos de las partes, acto en el que solo intervino la apoderada del demandante para manifestar, en síntesis, que su contraparte apeló el fallo con el argumento de que en el contrato de arrendamiento no se pactó la solidaridad de las partes en las obligaciones, sin que le asista razón, pues según el contenido del artículo 825 del Código del Comercio, en los negocios mercantiles cuando son varios los deudores se presume que se han obligado solidariamente a no ser que se haya pactado expresamente lo contrario; asegura que los demandados si fueron convocados para discutir los términos de la renovación por cuanto el mismo apoderado confiesa en la apelación que éstos sí conocieron la intención del arrendador; considera justa la decisión de la juez de primera sede, porque estuvo basada en los principios de equidad y atiende los intereses de ambas partes. Hizo entrega de extenso escrito en el que cita variada jurisprudencia  y doctrina en la que apoya sus argumentos y que considera aplicable al caso. Solicita se confirme la sentencia impugnada. 

Para resolver, SE CONSIDERA:
1) Los presupuestos procesales para dictar un fallo se encuentran reunidos y como no se observa ninguna causal de nulidad que pueda afectar la actuación, la sentencia será de mérito.
2) Tampoco se discute que actor y demandados están legitimados en la causa por sus calidades de arrendador y arrendatarios del inmueble ubicado en la carrera 8 No. 16-39 de esta ciudad, como se acredita con los documentos obrantes en los folios 2 al 10 del cuaderno principal.
3) Las pretensiones de la demanda se dirigen a que se determine el precio de la renta que los demandados deben cubrir en su calidad de arrendatarios de un bien comercial;  se señale el término de duración del nuevo contrato de arrendamiento y la entrada en vigencia del nuevo canon tomando como base la fecha en que debió producirse la renovación.
4) El Código de Comercio en sus artículos 516 a 524 se preocupó por regular la situación del comerciante que ocupa en calidad de arrendatario un inmueble con un establecimiento de comercio, el que ha acreditado y conquistado con una clientela, con el fin de evitar que su esfuerzo por lograr esos fines desaparezca con la conducta del arrendador que al término del respectivo contrato exija la devolución del bien. 
Concretamente el artículo 518 le concede el derecho a la renovación, al expresar que “El empresario que haya ocupado no menos de dos años consecutivos un inmueble con un mismo establecimiento de comercio, tendrá derecho a la renovación del contrato al vencimiento del mismo…”, salvo cuando ha incumplido sus obligaciones convencionales frente al arrendador; el propietario  lo requiera para su propia habitación o con el fin de establecer una empresa sustancialmente diversa de la del arrendatario, o que deba ser demolido o reconstruido con obras de imposible realización sin el desalojo. 
Esa atribución de renovación, que se halla establecida en favor del comerciante, aún en contra de la voluntad del arrendador, no supone la prolongación de las condiciones pactadas inicialmente y por lo tanto, algunas de ellas pueden ser modificadas.

Así lo ha explicado la Corte Suprema de Justicia:

“En ese sentido se ha manifestado la jurisprudencia desde cuando la Sala Plena de la Corte, en sentencia de 29 de noviembre de 1971, recién expedido el Decreto 410 de 1971 -Código de Comercio actualmente vigente-, sostuvo la constitucionalidad de los artículos 518, 520, 521, 522 y 524 del mencionado estatuto. Dijo en aquella oportunidad la Corporación, después de reconocer la renovación como un mecanismo sobresaliente dentro del “…sistema de protección del derecho del arrendatario…”,  que esa figura no implica la posibilidad de una prórroga y que, por tanto, no es el “…primitivo contrato el que va a seguir rigiendo, sino uno nuevo, que puede acordarse o celebrarse con sujeción a las circunstancias, especialmente en cuanto a precio y condiciones de utilización de la cosa arrendada…”. 

“Posteriormente, en sentencia de 24 de septiembre de 1985 (G. J. CLXXX, pag. 431), insistió la Sala de Casación Civil, refiriéndose al artículo 518 del C. de Co., que “…la forma como está redactado el citado artículo indica que el derecho que consagra en favor del arrendatario tiene como sujeto pasivo al arrendador…”, al igual que lo expresó en el fallo de 31 de octubre de 1994, proferido dentro del expediente 3868, cuando afirmó cómo “…esta norma erige un derecho a la renovación del contrato de arrendamiento a favor del arrendatario de inmueble ocupado con establecimiento comercial por no menos de dos años…”, el cual no es absoluto, en la medida en que el arrendador puede “…discutir las condiciones en que debe producirse la renovación, y si no llega al respecto a un acuerdo con el arrendatario, le queda expedita la vía judicial con tal fin, vía a la que también debe acudir el arrendatario, en su caso, según se desprende del artículo 519 ib. …”, cual se expresa en esta última decisión…”
   
En conclusión, el legislador otorga al inquilino el derecho a que se renueve el contrato, sin que el arrendador pueda oponerse a ello, salvo las excepciones consagradas en el artículo 518 del Código de Comercio y cuando en los casos previstos por los ordinales 2º  y 3º de esa disposición, el propietario lo haya desahuciado con no menos de seis meses de anticipación a la fecha de terminación del contrato, de acuerdo con el artículo 520 de la misma obra.

Sin embargo, de pretender el arrendatario que el contrato se renueve, pueden él y su arrendador, modificar las condiciones inicialmente pactadas; de no lograrse el acuerdo, deberán someterse al proceso respectivo, para que sea el juez quien dirima la controversia, de conformidad con el artículo 519 del Código de Comercio. 

Las disposiciones que regulan lo relativo a la renovación del contrato de arrendamiento sobre locales comerciales son imperativas y por consiguiente no admiten ninguna estipulación en contrario por expreso mandato del artículo 524.
5) Está demostrado en el proceso que las partes enfrentadas en este litigio suscribieron un contrato de arrendamiento, destinado a local comercial, ubicado en el segundo piso de la carrera 8ª No. 16-39 de esta ciudad, con una duración de diez años, desde el 1º de marzo de 1999 hasta el 1º de marzo de 2009; el canon de arrendamiento se pactó en $1.000.000 para el primer año, el que se incrementaría anualmente  con una suma igual al índice de la inflación correspondiente al año anterior, como lo acredita el documento que obra a folios 3 a 10 del cuaderno principal.

Ese contrato fue modificado posteriormente, mediante documento suscrito el 28 de enero de 2005, en el que se fijó como nuevo canon de arrendamiento, a partir del 1º de marzo de 2005, la suma de $3.852.000, el que se incrementaría anualmente con un valor igual al índice de inflación más tres puntos
.

Antes del vencimiento del término de duración del contrato, el 23 de julio de 2008, el arrendador invitó a los arrendatarios a concretar las nuevas  condiciones del contrato, tal como se expresó en el hecho cuarto de la demanda, el que aceptaron los demandados al responderlo.

El 5 de noviembre de 2008 el demandante le remitió a los demandados la minuta del contrato que empezaría a regir a partir del 1 de marzo de 2009, en la que se establecía como nuevo valor de la renta, la suma de $12.000.000, que se incrementaría anualmente en una suma equivalente al índice de precios al consumidor del año inmediatamente anterior más 8.5% y se fijaba en tres años el término de duración
, el que no aceptaron suscribir los demandados como se infiere de la respuesta al hecho quinto de la demanda y de las manifestaciones que hicieron al absolver los interrogatorios practicados en la etapa probatoria.
6) Surge de esas pruebas que para el momento de la renovación se presentaron diferencias entre las partes en relación con el precio de la renta y el término de duración del contrato, que no fueron resueltas por ellas y que por lo tanto autorizaban al arrendador solicitar que fueran dirimidas por el juez, sin que en consecuencia pueda considerarse, como lo pretenden los demandados, que el contrato se prorrogó en los términos inicialmente pactados.

Al respecto ha dicho la Corte Suprema de Justicia:

“En síntesis, si al término del contrato en que el arrendatario ha cumplido cabalmente sus obligaciones, quien arrendó no lo ha desahuciado con los seis meses de anticipación de que trata el artículo 520 y aquél pretende la continuidad de su establecimiento en el local, la renovación se produce de manera automática y, por ello, el locatario permanece en el uso del inmueble, pero a favor del alquilador y del propio arrendatario, nace la posibilidad de discusión en torno de las estipulaciones que habrán de regir en el futuro la relación sustancial a que los dos se han vinculado y de obtener, en su caso, que en proceso verbal el Juez defina los aspectos materia de controversia.” 

Para que esa renovación opere, es menester que se satisfagan los siguientes presupuestos, como se infiere de los  artículos 518 y 519 del estatuto mercantil: i) que haya un comerciante que ocupe un inmueble a título de arrendamiento con un mismo establecimiento de comercio por un periodo no inferior a 2 años; ii) que el término pactado en el contrato esté vencido; y iii) que al momento de iniciarse la nueva vigencia del contrato existan diferencias sobre las bases o condiciones que permitan su renovación.

Esos requisitos se encuentran satisfechos como se infiere del documento que contiene el contrato de arrendamiento sobre local comercial que suscribieron las partes por un término de diez años, al que atrás se hizo mención y que vencía el 2 de marzo de 2009 y de las demás pruebas que se acaban de relacionar, de las que surge evidente la intención del arrendador de modificar algunas condiciones del contrato, concretamente aquellas relacionadas con el valor de la renta y el término de duración.

7) Para zanjar esas diferencias, el juzgado decretó una inspección judicial con dictamen pericial al inmueble arrendado. En el acto respectivo, se describió por sus principales características el respectivo bien.

En su trabajo, la experta designada hizo lo propio; se refirió a su ubicación, determinado como “Centrabilidad Municipal de la Unidad de Planeación Centro – UP 5”, de conformidad con el Acuerdo 65 del 30 de diciembre de 2009, expedido por el Concejo Municipal; consideró que la vecindad es catalogada como estrato alto de actividad comercial; luego se enfocó en las diferentes metodologías para determinar el precio de la renta y concluyó que debe establecerse teniendo en cuenta el valor comercial del inmueble, que debe  compararse con el del uso de la construcción, para lo cual se le aplica a esa cifra un porcentaje que oscila entre el 0.75% y el 1.50% de aquel valor, como es costumbre generalizada en el país; adujo que el valor por metro cuadro de locales en el centro tradicional de Pereira, no ubicados en centros comerciales, están siendo  ofertados entre $3.000.000 y $3.500.000 incluido el valor del terreno. Para calcular el valor total de inmueble analizó especificaciones  técnicas y arquitectónicas, los materiales y acabados, la distribución, estado de conservación y la edad del inmueble, entre otros; tuvo en cuenta que el primer piso de la edificación tiene mayor potencialidad para producir renta que el segundo y que en el caso concreto, existe una relación entre cada uno de 2 a 1;  concluyó que el valor promedio para el terreno en la zona de es de $2.000.000 y por lo tanto, de conformidad con la relación citada,  el valor de la renta por metro cuadrado es de $1.000.000 por tratarse de un segundo piso; al inmueble le dio un valor de $1.304.000.000, suma a la que aplicó el 0.75% y así determinó el valor del arrendamiento en $9.780.000.
Dentro de la oportunidad legal, el apoderado de los demandados objetó ese trabajo. Adujo que se partió del supuesto de ubicación del local  comercial dentro del perímetro señalado en la ficha normativa 5ª, contenida en el Acuerdo Municipal 065 y si ello es así, al aplicar el valor de la renta según el uso de la construcción, deben ser eliminados los supuestos que se refieran  a predios ubicados en el sector de la Avenida Circunvalar, por no estar dentro de la ficha normativa 5ª; distinguir los que no tengan destinación comercial, pues no es lo mismo un local comercial destinado a la venta de productos como aquellos que se ofrecen en el inmueble arrendado, que los locales destinados a un casino, cine, bar o restaurante y que como el criterio para fijar el canon de arrendamiento lo constituye el valor comercial del inmueble, la ponderación realizada constituye error grave, porque a pesar de que la tradición enseña que la relación es de 3 a 1 en el valor de la renta de los primeros pisos frente a las de los demás, en este caso, se fijó de 2 a 1, de manera unilateral y sin fórmula válida de juicio, modificando sustancialmente el valor del avalúo; que aunque el perito dice que el valor del metro cuadrado es de $3.000.000 y $3.500.000, “no se precisa sobre las condiciones físicas del área construida”, pues aunque expresa que la edificación “adolece  de falta de mantenimiento y reparaciones que afean la estructura y que es una construcción que acusa vetustez, y de que las reformas y mejoras en el edificio puestas han corrido por cuenta del arrendatario, se asigna un valor de $3.046.000, al metro cuadrado de construcción”. Alega además que se omitió valorar las obras y mejoras que han corrido por cuenta y riesgo del arrendatario, las que han contribuido a la apreciación del bien en su conjunto y que han de tenerse en cuenta ante la eventualidad de la entrega del inmueble, si el canon desborda la posibilidades de los arrendatarios; no consideró la especial situación que se presentó con la anexión consentida al espacio físico aledaño, por el costado oriental, la que ha de tener incidencia en el valor del bien, toda vez que el valor de la renta puede ser mayor. Concluye que ante las imprecisiones del dictamen, lo objeta por error grave, toda vez que no arroja bases claras para determinar el avalúo sobre el cual ha de precisarse el canon actual y por ende, que permita adoptar una decisión ajustada a derecho.
El apoderado de la parte demandante solicitó se complementara el dictamen, porque la perito no tuvo en cuenta que al practicar la inspección judicial, se constató  que en el segundo piso del inmueble arrendado se encuentran unas escaleras que conducen a uno tercero, destinado a las actividades propias del establecimiento de comercio y en consecuencia, es falsa la conclusión sobre el valor de la renta que se estableció en $9.780.000, cuando en el peor de los casos, sería de $19.560.000; también desconoció  la orden del juzgado que le ordenó valorar los ingresos por concepto de los contratos de concesión o de arrendamiento que perciben los demandados, factor  que debe incidir en la decisión final. En el respectivo escrito transcribió jurisprudencia que consideró aplicable al caso.
Sin dar tramite a la complementación solicitada, decidió el juzgado abrir a pruebas la objeción por error grave al dictamen presentado y se designó nuevo perito.

Éste, en su trabajo, describió también el inmueble por sus características principales y estableció en la suma de $7.610.776 el valor del arrendamiento, para lo cual tuvo en cuenta el valor comercial del inmueble que señaló en $951.333.381, aplicándole un porcentaje del 0.80% aunque puede oscilar entre el 0.75% y 1.50%. Explicó además que el valor por metro cuadrado de los locales en el centro tradicional de la ciudad, no ubicados en centros comerciales es de $3.000.000 y $3.500.000; que tuvo en cuenta las condiciones del bien, una investigación  sobre los costos de construcción con fundamento en la base de datos de la Sociedad Colombiana de Avaluadores, un estudio de mercadeo y el hecho de que el primer piso tiene  mayor potencialidad para producir renta que los pisos superiores, considerándose tradicionalmente que la relación es de 3 a 1. Calculó el área total del terreno en 143 metros cuadrados y expresó que el valor promedio para ese espacio es de $2.000.000 el metro cuadrado y teniendo en cuenta la relación antes referida, le asignó al que corresponde al local comercial la suma de $666.667 el metro cuadrado.

De ese dictamen se dio traslado a las partes para que pidieran aclaración o complementación. La parte actora hizo uso de tal derecho y nuevamente alegó que no se tuvo en cuenta el área total del local comercial, porque no se dio valor al tercer piso de la edificación, lo que hubiese incrementado el valor que dio al arrendamiento, ni los concesionarios que tienen los arrendatarios en el inmueble; tampoco los documentos relacionados con su contabilidad para verificar su existencia y el valor que le cancelan por tal concepto. Los demandados solicitaron  se tuvieran en cuenta las mejoras y adiciones que han hecho a la edificación.

Accedió el juzgado a esas solicitudes y el auxiliar de la justicia presentó el mismo trabajo con idénticas conclusiones a las contenidas en el primero; luego agregó que la construcción liviana ubicada en el tercer piso fue levantada por los arrendatarios, de acuerdo con informaciones recibidas, la que está destinada a bodega y no a explotación comercial directa; que las mejoras plantadas no hacen parte  del dictamen pericial; que al tener en cuenta el tercer nivel de la construcción, que mide 143 metros cuadrados, el avalúo total del inmueble sería de $1.046.666.762, que al aplicarle el 0.80% como factor del método de la renta según el valor comercial, el arrendamiento sería de $8.373.334 y que el juzgado no le solicitó verificar cuánto cancela cada concesionario por los espacios ocupados.
De esas aclaraciones y complementaciones se dio nuevo traslado a las partes para que lo objetaran por error grave. El término respectivo venció en silencio.

Como puede concluirse, ambos peritos acudieron al procedimiento que denominaron “método de renta según el valor comercial del inmueble” para determinar la suma que se debe cancelar por arrendamiento, el que se traduce en el valor comercial del terreno más la construcción, al que se aplica un porcentaje que oscila entre el 0.75% y el 1.50%. Para la primera perito el valor comercial del inmueble arrendado es de $1.304.000.000; para el segundo, incluido el tercer nivel, destinado a bodega, asciende a $1.046.666.762; aquella aplicó como factor para la estimación del arriendo, el 0.75% y éste el 0.80%. En esas circunstancias y en el hecho de no haberse tenido en cuenta en el primer trabajo la tercera planta del inmueble, se hayan las diferencias entre los dictámenes.

Sin embargo, no se demostró que en el primero realizado se hubiese incurrido en error grave con fundamento en los argumentos planteados por los demandados, toda vez que no tuvo en cuenta la perito como punto de referencia para señalar el valor de la renta, la que corresponde a predios ubicados en otras zonas de la ciudad, como la Avenida Circunvalar, a que se refieren en el escrito respectivo; ni ese precio respecto de inmuebles destinados a explotación diferente a la que ellos ejercen. En efecto, al explicar el que llamó “método de renta según el uso de la construcción”, concluyó la experta que no aplica en el caso concreto.

Respecto a la relación de 3 a 1 en el valor de la renta del primer piso de una edificación frente a los demás y que para el caso concreto se señaló de 2 a 1, teniendo en cuenta las condiciones del caso concreto y el comportamiento de otros arrendamientos analizados, tampoco puede decirse que se haya demostrado el error grave, en razón a lo que alegan los objetantes es que en tal forma procedió la auxiliar de la justicia de manera unilateral y sin fómula de juicio válida, lo que ha debido justificar con la ampliación o complementación del trabajo que no se solicitó.
Se muestran además inconformes los objetantes con el avalúo que se dio al metro cuadrado del inmueble, aduciendo que se trata de una construcción que no goza del debido mantenimiento, ni se le han hecho reparaciones, lo que afea su estructura; que el inmueble acusa vetustez y dejaron de tenerse en cuenta las reformas y mejoras plantadas por los arrendatarios.

En relación con tal aspecto, ambos peritos adujeron que el valor del metro cuadrado en centros comerciales es de $3.000.000 a $3.500.000. La primera, al calcular el valor del segundo piso, estableció en $1.000.000 el precio del terreno por metro cuadrado, teniendo en cuenta la relación de 2 a 1 a que aludió en otro aparte, y en $2.500.000 el metro cuadrado del local comercial, para concluir que el avalúo total era de $1.304.000.000 al que como ya se indicara le aplicó el 0.75% para concluir que el valor del arrendamiento debía ser de $9.780.000.

El segundo perito le dio un valor al terreno de $2.000.000 el metro cuadrado y de $666.667 al metro cuadrado del establecimiento, para un avalúo total de $951.333.381, con el argumento de que debe tenerse en cuenta la relación de de 3 a 1 en el peso que debe llevar el primer piso frente a los demás y estimó el valor de la renta en $7.610.667. En la aclaración y complementación al dictamen, incluyó también el tercer piso de la edificación, y así concluyó que el valor comercial del inmueble era de 1.046.666.762, suma a la que aplicó el 0.80% y determinó en $8.373.334 el canon de arrendamiento.

Aunque los peritos avaluaron en sumas diferentes el inmueble objeto del arrendamiento, el que a su vez les sirvió de sustento para emitir distintas conclusiones en cuanto al valor de la renta, la objeción al primero no puede considerarse demostrada porque el segundo dictamen le dio un valor inferior, pues ambos auxiliares de la justicia avaluaron un mismo inmueble, aunque el segundo también valoró la tercera planta de la edificación, y acudieron los dos a argumentos muy similares, sin que pueda establecerse en dónde está el error. En efecto, carece esta Sala de conocimientos científicos para concluir que uno de los avalúos es el acertado y resulta incluso difícil entender por qué el dictamen que se decretó como prueba de la objeción, hubiese resultado menor a pesar de que tuvo en cuenta un área de terreno superior.

De esa manera las cosas, ambos dictámenes serán apreciados en conjunto de conformidad con el inciso 2º del artículo 241 del Código de Procedimiento Civil, pero no se tendrá en cuenta el último valor señalado como canon de arrendamiento, que incluye el tercer piso de la edificación, por los motivos que más adelante se indicarán.

Respecto a las mejoras que dicen los demandados han plantado, ellas no fueron objeto del dictamen pericial.

Y lo relativo a la falta de apreciación del espacio físico aledaño, por el costado oriental, “anexión consentida al local en litigio”, que puede aumentar el valor del canon de arrendamiento, es necesario empezar por precisar que con la inspección judicial practicada se constató su existencia y se explicó que se trata de un tercer piso, al que se accede por unas escaleras metálicas, en el que existe un gran espacio destinado a bodega. 

Sin embargo, el contrato de arrendamiento allegado con la demanda no hace referencia a esa parte del inmueble como objeto de arrendamiento y respecto de ella tampoco se ha solicitado fijar el canon respectivo. En consecuencia, en razón al principio de congruencia que caracteriza las sentencias y que prevé el artículo 305 del Código de Procedimiento Civil, las nuevas condiciones de la renovación del contrato, no podrán cobijar la tercera planta de esa edificación. 

Así las cosas, las objeciones al dictamen pericial no estaban llamadas a prosperar, como lo concluyó la funcionaria de primera sede en la providencia que se revisa.

En consecuencia,  como el juez debe acudir al dictamen pericial para fijar el valor de la renta y de acuerdo con lo anteriormente expuesto, los dos  practicados serán apreciados, en razón a que no prosperaron las objeciones propuestas y porque la firmeza, precisión y calidad de los fundamentos, así como la competencia de los peritos, permite concederles mérito demostrativo.

El promedio de los dos valores señalados por los auxiliares de la justicia es de $8.695.388 y hasta esa suma, a juicio de la Sala, ha podido fijarse el valor de la renta, pero  como la parte demandante no impugnó el fallo y en tal forma se conformó con la suma fijada por el juzgado, no resulta posible modificar la decisión porque así se haría más gravosa la situación del apelante único, lo que no permite el inciso 1º del artículo 357 del Código de Procedimiento Civil, que consagra el principio prohibitivo de la reformatio in pejus.

De esa manera las cosas, se confirmará la decisión contenida en la sentencia, que fijó el canon de arrendamiento en la suma de $8.000.000, con el incremento anual establecido, que no fue objeto de reparo alguno por las partes.

8) Se solicitó en la demanda fijar el nuevo término de duración del contrato. El inicialmente celebrado regía por diez años que se cumplieron el 1º de marzo de 2009. El Juzgado, lo estableció en cinco, con fundamento en la equidad, toda vez que el tema no fue objeto de importantes pronunciamientos por ninguna de las partes.
De acuerdo con el artículo 230 de la Constitución Nacional, los jueces, en sus providencias, solo están sometidos al imperio de la ley. La equidad, la jurisprudencia, los principios generales del derecho y la doctrina son criterios auxiliares de esta actividad, disposición de la cual surge que el juez debe adoptar sus decisiones con fundamento en la ley, siendo la equidad apenas un criterio auxiliar de su actividad judicial.

Y aunque el numeral 1º del artículo 38 del Código de Procedimiento Civil autoriza resolver los procesos en equidad, si versan sobre derechos disponibles, las partes lo solicitan y son capaces, o la ley lo autoriza, ninguna de esas condiciones se satisface en el caso bajo estudio.

Así las cosas, considera la Sala que en relación con el aspecto que se analiza, la determinación respectiva ha debido fundamentarse en el ordenamiento jurídico, es decir en el conjunto de normas sustanciales y procesales y los principios que lo integran, así las partes se hayan dedicado en la demanda y su contestación y en la etapa probatoria a discutir exclusivamente el valor de la renta.

Ante la dificultad que por ese último aspecto citado se presenta, estima la Sala que de acuerdo con el artículo 520 del Código de Comercio, como el empresario tiene derecho a la renovación del contrato cuando ha ocupado un inmueble con un mismo establecimiento de comercio durante dos años, a este período, en principio, ha podido limitarse el nuevo término. Sin embargo, como del proyecto de contrato que elaboró el arrendador para antes de la fecha de su vencimiento se evidencia su conformidad en que sea por tres, en este resultaba posible fijarlo, acudiendo ahí sí a la equidad como criterio auxiliar, toda vez que el  inicialmente celebrado se pactó por diez años y en tal forma se limitaría la facultad del arrendador por un largo lapso de tiempo para solicitar su renovación y además, porque así se produce un equilibrio entre las obligaciones y derechos de cada una de las partes.

Sin embargo, en aplicación del principio prohibitivo de la reformatio in pejus a que atrás se hizo mención, tampoco resulta posible reducir el término de duración del contrato que señaló la funcionaria de primera instancia en cinco años, sin fundamento alguno, porque la parte demandante no mostró su inconformidad con esa decisión y no se puede agravar la situación de los demandados que pretenden se fije en diez años más.

9) Otro aspecto que debe analizarse, es el relacionado con los efectos  de la sentencia, que a juicio del recurrente, deben producirse a partir de la ejecutoria de la sentencia, criterio que no comparte la mayoría de la Sala, pues lo que debe determinar el juez en esta clase de procesos son las diferencias que se suscitan al momento de producirse la renovación del contrato, sin que en consecuencia, pueda modificarse la fecha en que ha de empezarse a cancelar el nuevo canon.

Sobre el tema, dice el doctor Jaime Alberto Arrubla Paucar: “… Si el contrato ya existe, la intervención judicial se presenta para determinar algunas cláusulas, algunos términos del nuevo contrato con los cuales no están de acuerdo las partes. Por todo ello, la vigencia del contrato que se renueva, es precisamente la fecha que se tenía prevista como terminación del mismo; es el momento en el cual surgen las diferencias que requieren la intervención del juez y el auxilio de peritos conforme al artículo 519 del Código de Comercio.- Por tanto, las determinaciones que tome el juez sobre las condiciones del contrato en que no estuvieron de acuerdo las partes, han de tener vigencia desde la misma fecha en que el contrato se renovó, en que surgieron tales diferencias y no en la fecha en que se ejecutorió la providencia que las dictó.”
 

Sostiene además el citado tratadista, que el hecho de que se definan judicialmente las diferencias ocurridas en el momento de la renovación del contrato con efectos hacia el futuro, a partir de la ejecutoria de la providencia como lo pide el inconforme, puede llevar a los sujetos de esas relaciones jurídicas a buscar las controversias judiciales y no a evitarlas, pues la duración que suelen tener este tipo de procesos resulta muy conveniente para los arrendatarios acudir al litigio y lo que se busca, es incidir para que los ciudadanos procuren llegar a un acuerdo de sus diferencias sin tener que congestionar los despachos judiciales.

Ese no es ese criterio aislado; en el mismo sentido se ha pronunciado el Dr. Fabio Naranjo Ochoa, al decir que es el que más “se ajusta a la equidad y a la lógica jurídica, pues la contraria, sostenida por algunos funcionarios judiciales, siguiendo para ello las opiniones de Couture y Antonio J. Pardo (de que la sentencia no puede producir efectos retroactivos, dado su carácter de constitutiva-modificativa), no merece aceptación plausible, por cuanto el juez no se limita a declarar el deber de una prestación ya existente, ni a constituir una nueva relación jurídica, sino a fijar o modificar el contenido de una relación ya existente. La actividad del juez, en este caso, es análoga a la del árbitro, a la de un amigable componedor.- La anterior conclusión, por otra parte, es la más acorde con la equidad, según se dijo, pues evita que al momento de regularse una renta dada, ella quede sujeta a la habilidad de las partes en la dilación de los resultados del proceso, con el agravante de que cuando se decide el litigio, los factores que la determinaban se han alterado en forma ostensible, por razones monetarias, desarrollo urbano, modificaciones estructurales de éste, etc., creando con la sentencia un nuevo desequilibrio contractual.- Y desde el punto de vista doctrinario, si bien es cierto que las sentencias de conocimiento se clasifican en dispositivas y declarativas, en ellas se encuentran las llamadas “sentencias determinativas”, o sea aquellas en que se determina la prestación debida por una de las partes a la otra, como ocurre con la que se profiere en esta clase de procesos. Por ellos sus efectos necesariamente deben ser extunc, esto es, hacia el pasado.”

Y también el  Dr. José Alejandro Bonivento Fernández: “Las partes, con la renovación, están produciendo unos claros efectos: La continuidad en el goce por el arrendamiento sobre el local comercial. Lo que no existe es pleno acuerdo sobre los alcances del nuevo contrato. Y eso es lo que se va a dirimir. El juez, de ese modo, no hará cosa distinta que declarar los términos a regir  el contrato desde el momento en que opera la renovación. De ahí que el artículo 518 hable de renovación del contrato al vencimiento del mismo, dando a entender el momento a surtir efectos la renovación, y que, frente a las diferencias entre los contratantes, el juez se encargará de establecer las condiciones obligacionales.- El arrendatario, mientras pende la decisión del juez, estará obligado a cubrir la renta o precio que regía las relaciones contractuales, de suerte que solamente reste por precisar la cuantía del canon. De ser superior, deberá abonar el mayor valor desde cuando entró a  regir la renovación, o sea al vencimiento del contrato, so pena de incumplir con su obligación de pagar la renta o precio.- Absurdo resultaría dar solución distinta, puesto que se prestaría a que todos los arrendatarios expresaran su inconformidad con las condiciones de la renovación, para que, después de varios meses de contienda judicial, se pueda decir cuál es, en realidad, la renta o canon a su cargo. Si el juez declara sobre el alcance prestacional lo lógico es que este extremo del contrato se imponga desde cuando se renueva el contrato, puesto que este se ha logrado por imperio de la ley misma, si se cumplen con los supuestos indicados en el prenombrado artículo 518.”

En consecuencia, como para la mayoría de la Sala el nuevo canon debe regir desde cuando se produjo la renovación del contrato, pues lo que se decide judicialmente es el valor de la renta, sobre el que surgió controversia entre las partes para la fecha en que terminaba, se confirmará la decisión del juzgado que llegó a idéntica conclusión.

EXEPCIONES DE FONDO
Las de inexistencia del derecho reclamado y existencia a favor del arrendatario de la prórroga automática del contrato se fundamentaron básicamente en los mismos hechos. Alegaron los demandados que de conformidad con el artículo 518 del Código de Comercio,  adquirieron el derecho a la renovación del contrato porque no se les desahució, simplemente se les requirió para acordar las nuevas condiciones, lo que no se logró ante las excesivas pretensiones del arrendador y por tanto, se prorrogó en las mismas condiciones del contrato inicial.

Tales excepciones se declararán no probadas, con fundamento en los argumentos expuestos al iniciar las consideraciones de este fallo, a cuya lectura se remite, siendo necesario anotar que para discutir las nuevas condiciones del arrendamiento no es necesario  desahucio alguno a los inquilinos, condición que exige el Código de Comercio exclusivamente para los eventos previstos en los numerales 2º y 3º del artículo 518, que no son los que al caso interesan.

También propusieron las que denominaron abuso del derecho y abuso de la posición dominante que se edificaron sobre hechos similares. Indicaron que pretende el demandante reducir en un 60% el plazo del contrato e incrementar el valor de la renta en un 140%, lo que genera ruptura de la conmutatividad y proporcionalidad en las cargas de las partes y desconoce la razonabilidad como principio que debe presidir un proceso de negociación, lo cual consideran de mala fe; pretende, poner en condiciones de inferioridad al arrendatario y patrocinar un enriquecimiento sin causa.

Con la reforma a la demanda se modificaron las pretensiones y sin señalar un canon determinado, ni un término de duración del contrato, solicitó el demandante que fuera el juez quien los estableciera, teniendo en cuenta el concepto de los peritos. De todos modos, las nuevas condiciones planteadas inicialmente por el arrendador, no permiten deducir su mala fe, ni su intención de enriquecerse de manera ilegítima; tampoco que haya abusado de su derecho, porque la facultad de acudir al juez para que dirima las controversias que se susciten al momento de la renovación del arrendamiento la autoriza el artículo 519 del Código de Comercio.

CONCLUSIONES Y DECISIÓN

Como se consideran acertadas las decisiones adoptadas por la juez de primera instancia, el fallo impugnado será confirmado.

Además se condenará a la parte demandada a pagar las costas causadas en esta instancia, a favor de la demandante; con tal fin, las agencias en derecho se fijarán en la suma de $1.000.000. 

Por lo expuesto, la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

RESUELVE :

1.- CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira el 15 de septiembre de 2011, en este proceso verbal promovido por el señor Ernesto Baena Marulanda contra los señores Francisco Alberto Giraldo Giraldo y Soined del Socorro Betancor Arias. 

2.- Costas en esta instancia a favor del demandante y a cargo de los demandados. Para su liquidación, las agencias en derecho que se fijan en la suma de $1.000.000.
Por su pronunciamiento oral, las decisiones aquí adoptadas quedan notificadas en estrados.

Al acto concurrieron el demandante y su apoderada judicial.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia, se termina y en constancia se firma el acta como aparece.

Los Magistrados,

CLAUDIA MARIA ARCILA RIOS

GONZALO FLÓREZ MORENO




(Con salvamento parcial de voto)
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO




ERNESTO BAENA MARULANDA 




Demandante




PATRICIA CASTAÑO PÉREZ




Apoderada parte demandante




MARÍA CLEMENCIA CORREA MARTÍNEZ




Secretaria
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_________________________





Me permito manifestar con respeto que aunque comparto la parte esencial del fallo que precede no coincido, en cambio, con los efectos retroactivos que se le dio a una parte de la sentencia en cuanto el nuevo canon se dispuso que fuese a partir de la última renovación del contrato.  Mi disentimiento tiene que ver con aspectos procesales y sustanciales que me permito exponer a continuación:

a.) Razones de orden procesal. 





A nadie escapa que las sentencias con efectos retroactivos son excepcionalísimas en nuestro ordenamiento jurídico y sólo debe acudirse a ellas cuando la ley en algunos casos especialísimos lo permite, caso que no es el que ahora se discute. 





Es innegable que la acción que dio origen al fallo del que ahora me separo es una de aquellas que la doctrina llama de “declaración constitutiva” por cuanto se persigue la declaración “o modificación de un estado jurídico por haber ocurrido los hechos que, de acuerdo con la ley deben producir esos precisos efectos jurídicos…”.





 Si ello es así, como evidentemente lo es, este tipo de sentencias “por regla general producen efectos ex nunc, es decir, a partir de su ejecutoria”.
  Y esa es una de las razones por las cuales considero que no se debió aplicar el efecto retroactivo en este particular caso. 





Debo manifestar, además, que aunque la sentencia procura traer el criterio de varios autores sobre el tema lo cierto es que dicho criterio no es unánime por cuanto también el Dr. José Fernando Ramírez, que también ha tratado la materia, es partidario de que dichos efectos se apliquen de manera distinta y por ello afirma que:





“Por razones de equidad no se remite a la época misma  del vencimiento del primitivo contrato, sino que se toma como mojón el momento de la constitución de la relación jurídica procesal, porque es allí donde efectivamente el conflicto  queda planteado para efectos de la definición jurisdiccional, que es la que impone la ley para el caso de diferencias.”. 





 Me da por pensar, igualmente, que el criterio que esgrimen dos de los expositores citados sobre un supuesto beneficio del arrendatario por la  notoria duración de los pleitos, de los cuales sacaría provecho en caso del que el nuevo canon se fijase a partir de la ejecutoria del fallo, es un criterio empírico sin mayor validez jurídica, porque, lo que se predica del arrendatario se podría afirmar también del arrendador, que por la duración del pleito y los efectos retroactivos de la sentencia se vería favorecido, como en este caso, con un jugoso botín que tal vez ni lo esperaba, lo que  es un factor  nada despreciable porque dado el valor del nuevo canon y la fecha de la renovación es una suma que fácilmente puede rondar los cien millones de pesos lo que va en contravía del equilibrio contractual.





Debo manifestar, por último, que las doctrinas a las que me he referido anteriormente me parecen un tanto obsoletas ante la vigencia de las nuevas orientaciones doctrinarias sobre la interpretación de los contratos  que me permito exponer enseguida. 

b.) Razones de orden sustancial.





De un tiempo a esta parte vengo observando que la doctrina jurisprudencial de la Corte viene abogando porque los jueces al examinar el contrato que es materia de los litigios que tienen ante sus ojos procuren, con base en la equidad, mirar la realidad social, velar por el equilibrio contractual y por conservar la función económica y social de los contratos como fuente que son de riqueza y de generación de empleo. 





Es así como en reciente sentencia dijo lo siguiente:





“El abuso, conducta disfuncional en beneficio exclusivo del titular y sacrificio desproporcionado de la contraparte, altera la función objetiva y esquema estructural del derecho. 





“El juzgador, debe actuar para impedir la consecución o conservación de la asimétrica ventaja, a la luz de los principios constitucionales legales, función social, la ausencia de derechos absolutos, correlación del poder conferido, ejercicio y su función.”.





Y más concretamente refiriéndose a la labor del empresario arrendatario también proclamó lo siguiente:





“Resulta patente la existencia actual de un conjunto de disposiciones destinadas a la protección de la actividad comercial, cuyo fundamento y venero se hallan en el interés general y superior de la sociedad y del Estado, comprometidos como están en el mantenimiento de la estabilidad de las empresas, la subsistencia de las formas organizadas de acción económica y la continuidad del comportamiento empresarial, por cuanto en las naciones modernas estas representan importante factor de desarrollo y de equilibrio  social.  Esas normas constituyen, entonces, especial  amparo al comerciante para que no se vean apagados o reducidos los resultados de sus esfuerzos por generar y preservar la fuente de empleo y de riqueza que el oficio mercantil supone.





“Sirve también la equidad de inspiración a ese conjunto normativo, pues surge indispensable proteger la autoría del elemento inmaterial consistente en la acreditación del establecimiento y en la  conquista de una específica clientela, fruto valioso que no deviene, como ejerce obvio, de la conducta del propietario del inmueble, sino de la labor, la paciente espera, el impulso y la fructífera gestión del empresario; esta razón, por tanto, impone su resguardo  frente a cualquier abuso en el que pudiera incurrir el arrendador, tendiente a evitar que se enriquezca sin causa alguna con aprovechamiento evidentemente  injusto del derecho que ha sido creado por el esfuerzo del comerciante”. 





Sin desconocer los derechos del propietario- arrendador la verdad es que de esos objetivos muy poco o nada se puede lograr si, como en este caso, se le impone al arrendatario una carga desproporcionada e imprevista que es tanto más inequitativa cuanto se debe tener en cuenta nuestra realidad social pues convivimos en una modesta ciudad de provincia, por varios meses campeona nacional del desempleo, donde es muy difícil, por no decir imposible, que un negocio lícito pueda dar para pagar, aparte de otras adehalas, un arriendo de ocho millones de pesos mensuales.  Con retroactividad, además. 





Debo, por último, lamentar muy de veras que el fallo omita señalar cómo, cuándo y en qué condiciones debe pagar el arrendatario la carga que se le impone pues hubiera sido preferible que la falladora en ejercicio de los deberes y obligaciones que la ley prevé hubiera señalado algo a ese respecto y no dejar las partes al garete sin saber a ciencia cierta cómo pueden ejercer sus derechos y cumplir sus obligaciones.  




Atentamente, 





Gonzalo Flórez Moreno





Magistrado Sala Civil-Familia





(Diciembre 19 de 2011)
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